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Honorable Camara de Diputados
Provincia de Buenos Aires





EXPTE.: D-682/12-13
Ref.: Proyecto de Ley modificando la Ley N° 10.149 

sobre Procedimiento ante la Subsecretaría de Trabajo
LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS Y EL H. SENADO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE
 LEY
 

ARTÍCULO 1º: Derógase el artículo 15° de la Ley N° 10.149.

ARTÍCULO 2°: Derógase el artículo 18° de la Ley N° 10.149.

ARTÍCULO 3°: Modifíquese el artículo 61° de la Ley 10.149 el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 61°: Las multas que imponga el Subsecretario de Trabajo podrán apelarse dentro del término de tres (3) días de notificado ante el Tribunal del Trabajo del lugar donde se cometió la infracción.
El recurso deberá deducirse y fundarse ante la autoridad administrativa que impuso o notificó la sanción. Durante el procedimiento judicial, la Subsecretaría de Trabajo será representada por funcionarios autorizados.”
 
 ARTÍCULO 4º: De forma.
FUNDAMENTOS
El presente proyecto de ley tiene por objeto la modificación de normas establecidas en la Ley N° 10.149 sobre Procedimiento ante la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, que se encuentran en franca contradicción con lo establecido por la jurisprudencia y doctrina argentina en cuanto a los alcances y límites de la aplicación del principio de derecho público conocido como “solve et repete”.
Al respecto cabe traer a colación que los artículos 15 y concordantes de la ley antes citada establecen como recaudo previo a fin de acceder al recurso de apelación –respecto de las sanciones de multa aplicadas por la Subsecretaría de Trabajo- y por ende al control judicial suficiente del accionar de la Administración, el depósito previo de la multa impuesta.

Miembros de la doctrina y jurisprudencia nacional han planteado su disenso a la aplicación de este principio como condición previa para el acceso a la Instancia Judicial a la luz de las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos (Art. 8) por considerar que afecta el libre acceso a la justicia y la presunción de inocencia hasta que se pruebe lo contrario.

En tal sentido, cabe cuestionarse si el principio “solve et repete” resulta aplicable a las impugnaciones judiciales de los actos administrativos que imponen sanciones. 

De la construcción jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuanto a su ámbito de aplicación, límites y alcances, surge que este principio es más afín a la potestad tributaria, que dista del régimen normativo y de los basamentos de la potestad sancionatoria. (Ver CSJN “Microomnibus Barrancas de Belgrano S.A. S/ Impugnación”, “Asesores Industriales S.R.L. c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba”, “Grainco Pampa S.A. c/ Provincia de la Pampa”, entre otros) 
La potestad sancionadora, fundada en el ejercicio del Poder de Policía de la Administración Pública, reprime conductas de los administrados que violando deberes legales, implican una falta de contribución con la función administrativa.
Mientras que la potestad tributaria, es radicalmente distinta. Esta es la “facultad de generar normas mediante las cuales el Estado puede compeler a las personas para que le entreguen una porción de sus rentas o patrimonios para atender las necesidades públicas.” (Fuente: VILLEGAS, H. B. (2002). Curso de finanzas, derecho financiero y tributario, Ed. Astrea, 8º Ed. Buenos Aires, p. 252) y manifiesta el poder de imperio dentro del marco de la ley. Este fundamento ha sido igualmente sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En tanto la potestad sancionatoria tiende a la preservación del orden social restringiendo los derechos de los particulares y sancionando las infracciones a tales limitaciones, la potestad tributaria incide sobre el derecho de propiedad determinando obligaciones a los individuos para el sostenimiento del Estado y el cumplimiento de las funciones que le son propias.

Ambas potestades están sujetas al principio de legalidad y los actos administrativos derivados de su ejercicio, gozan de presunción de legitimidad y ejecutoriedad. Sin embargo, la ejecutoriedad no opera del mismo modo porque el contenido de la actividad no es igual. 
En el ejercicio de la potestad tributaria, la Administración previamente facultada por la ley, emite actos administrativos por los que determina mediante ciertos procedimientos las obligaciones dinerarias a través de las cuales los particulares contribuyen al sostenimiento del Estado. Son recursos que se encuentran previstos en el presupuesto gubernamental. 
Esta finalidad se manifiesta en el principio “solve et repete”, como ejecutoriedad típica de los actos administrativos de naturaleza tributaria. Ello lleva a sostener que el principio más que vincularse a la presunción de legitimidad y a la ejecutoriedad es una exigencia especial de los principios del derecho financiero o de las finanzas públicas por la vinculación entre los recursos del Estado y los gastos públicos, asegurando la percepción de las rentas destinadas a satisfacerlos para mantener el equilibrio presupuestario.

Los actos administrativos que imponen sanciones a los particulares, en cambio, son una consecuencia o prestación imputada a la infracción de un deber jurídico. Su finalidad es la preservación del orden social, es decir que se actúa en el campo del poder de policía.

En consecuencia, se aprecia que normas como la Ley 10.149 han trastocado la finalidad del citado principio de derecho público, fijando recaudos que exorbitan su ámbito de funcionamiento y que conculcan derechos constitucionales, como el libre acceso a la justicia, establecidos tanto en normas locales (Constituciones Nacional y Provincial), como en Convenciones Internacionales 
A mérito de las consideraciones vertidas, es que se solicita de esta Honorable Legislatura la pronta sanción de este proyecto de Ley.
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